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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, julio siete de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-10-001-2016-00320-01
Acta Nro. 319 de julio 7 de 2016
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la Gobernación del Valle del Cauca, contra la sentencia del 19 de mayo último, proferida por el Juzgado Primero de Familia local, en esta acción de tutela promovida por Óscar Ramírez Hurtado frente a la impugnante. 
  



ANTECEDENTES
  



Señaló el actor, por medio de apoderada judicial, que el 14 de marzo del presente año envió una petición a la Gobernación del Valle, recibida el día 15 siguiente, como consta en la trazabilidad de la empresa de correo 4 72; la solicitud se refiere a certificados laborales, pero no se ha obtenido respuesta satisfactoria alguna.
  



Pidió, por tanto, que se amparara ese derecho y se le ordenara a la accionada que de manera inmediata brindara la contestación del caso.

 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y corrió traslado a la accionada por el término de dos (2) días. El mismo fue descorrido por la jefe oficina jurídica de la Secretaría de Educación del Departamento del Valle, quien indicó que por conducto del área de planta de personal de esa dependencia, se dio respuesta a la petición impetrada y se remitió a las direcciones física y electrónica suministradas por la apoderada judicial de la interesada y, por consiguiente, solicitó declarar superado el hecho.





Vino la sentencia que amparó el derecho, porque la respuesta brindada a la accionante no reúne los requisitos señalados por la jurisprudencia, como quiera que nada manifiesta, ni resuelve en concreto sobre la certificación de tiempo laborado, además de que por haber sido expedida fuera de término, carece de suficiencia y efectividad; que solo con la promoción de la tutela, se procedió a informar a la parte interesada sobre algunos requisitos que debía agotar para adelantar el respectivo trámite, lo que en nada, define lo pedido; así las cosas le ordenó al ente territorial que en un término máximo de 10 días, entregara la certificación de tiempos laborados por el demandante.
   



Esa decisión dejó inconforme a la accionada, que la impugnó y reiteró que procedió a la remisión de la respuesta a la apoderada de la actora, tanto en forma física como por el correo electrónico suministrado, y en ella se definió de fondo lo concerniente, pues, para la expedición de los formatos solicitados existe un procedimiento a cumplir, tal como se le explicó. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En uso de tal prerrogativa, Óscar Ramírez Hurtado, por medio de apoderada judicial, hizo valer el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo principal consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:

13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.”
 Descendiendo al caso concreto, halla la Sala que la razón está de parte de la impugnante, porque si bien a la fecha de promoción del libelo no se había materializado la respuesta requerida, lo que tornaba viable la promoción de la demanda, pues tampoco hay duda de la radicación de la petición, durante el trámite la cuestión tomó un sentido diverso, si bien se acreditó que la accionada procedió a expedir y dar a conocer al interesado la respuesta relacionada lo pedido, lo que dejaba el asunto en un estadio diferente, que es de la carencia actual de objeto como con ahínco se reclama, al superarse el hecho que motivó la queja constitucional.
 



Y es que, contrario a lo que expuso el Juzgado, lo pedido era la expedición de formatos de tiempos laborados y la explicación del medio de pago desde la ciudad de Pereira del valor de las estampillas necesarias para obtener los mismos, y con toda claridad, contundencia y sin ambages de ninguna naturaleza, se informó que para obtener los formatos pensionales requeridos, debía “…radicar las solicitudes de constancias de sueldo y tiempos de servicio en el mezanine oficina atención al ciudadano y anexar a cada solicitud una estampilla por valor de $22.600 la cual debe comprar en el primer piso de la Gobernación. No se pueden enviar por correo ya que debe anexar el juego de estampillas que estipula la norma”; adicionalmente se le citó la norma respectiva. De esa respuesta se aportó constancia de haber sido remitida al correo electrónico suministrado en el escrito que contiene el derecho de petición (f. 2 y 13, c. 1), y en esta sede también se dejó cuenta del recibido del caso (f. 4, c. 2).
  



De ello se desprende que, como se acotó, la respuesta se ajusta al marco jurisprudencial traído a colación, razón por la cual debe entenderse superado el hecho que motivó la promoción de la demanda de tutela, sin perjuicio de que se hubiese producido fuera del límite establecido para el efecto, pues, en últimas, se definió de fondo la cuestión planteada, fue clara y precisa en torno al requerimiento del caso, y se puso en conocimiento del interesado.

  
En conclusión, no queda alternativa diversa a la de revocar el fallo de primera instancia, para declarar superado el hecho.
   



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia del 19 de mayo del presente año, proferida por el Juzgado Primero de Familia local, en esta acción de tutela promovida por Óscar Ramírez Hurtado, frente a la Gobernación del Valle del Cauca, y en su lugar, DECLARA SUPERADO EL HECHO que la motivó.
  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                    DUBERNEY GRISALES HERRERA   
      Con ausencia justificada
  




� 	Sentencia T-404 de 2015


� 	MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.





